
En el último capítulo se desglosan los
mecanismos de coordinación competencial
y solución de conflictos imprescindibles
para solucionar los problemas que surgen
entre el Estado y las Comunidades Autó-
nomas al ejercitar sus respectivas compe-
tencias sobre el agua y el urbanismo. La ti-
pología de dichos mecanismos es muy
variada y constituyen un complejo conjun-
to de instrumentos, configurados práctica-
mente ad casum, de cuya practicidad y efec-
tividad pueden surgir dudas ciertamente
razonables. El punto de partida esencial
para lograr solventar los conflictos que se
puedan plantear por la actuación del Esta-
do en materia de aguas será la participa-
ción de las Comunidades Autónomas en el
proceso de elaboración y aprobación de los
planes hidrológicos, y la limitación de la
primacía de dichos planes a su ámbito com-
petencial material.

El autor, conforme a la doctrina del Tri-
bunal Constitucional, sistematiza las pre-
visiones contenidas en el TR de la Ley de
Aguas delimitando cuatro tipos de meca-
nismos de coordinación voluntaria y tres
de coordinación forzosa Muchos son los as-
pectos de estos mecanismos tratados por el
profesor ESCARTÍN ESCUDÉ, entre los que se
podría destacar el análisis del informe pre-
vio que deben emitir las Confederaciones
Hidrográficas en los procesos de aproba-
ción de los actos o planes de las Comuni-
dades Autónomas y las Entidades Locales,
en materias conexas o próximas al régimen
jurídico de las aguas continentales. Resulta
paradójico que, pese a la relevancia del
mencionado informe, carezca de desarro-
llo reglamentario, por lo que permanecen
indeterminados aspectos tan esenciales
como los plazos y los supuestos en los que
es viable su emisión.

V. La obra se completa con una serie
de interesantes conclusiones que demues-
tran cómo en el actual marco de desapo-
deramiento estatal en materia de aguas,
cuyo modelo de distribución competencial
se encuentra seriamente controvertido por
las últimas reformas estatutarias, se cons-
tata la incidencia del Estado en competen-
cias que ostentan en exclusiva —al menos
formalmente— las Comunidades Autóno-

mas, esto es, en lo que a esta obra se refie-
re, el urbanismo, pero también la ordena-
ción del territorio y el medio ambiente.

Hasta aquí algunos de los contenidos,
propuestas y sugerencias del libro. A lo
largo de sus páginas el lector encontrará
material más que abundante para replan-
tearse la relación entre dos competencias:
el agua y el urbanismo, así como para sol-
ventar los conflictos competenciales que,
con demasiada frecuencia, surgen entre
el Estado y las Comunidades Autónomas.
Se trata, sin duda, de una gran muestra
del buen hacer del profesor ESCARTÍN ES-
CUDÉ.

Carmen DE GUERRERO MANSO

Universidad de Zaragoza

FERNÁNDEZ-MIRANDA FERNÁNDEZ-MIRANDA,
J.: El Estado de las Autonomías y la con-
sagración de la sede de las Instituciones
Autonómicas. Significado y Régimen Ju-
rídico, Civitas/Thomson Reuters, Pam-
plona, 2010, 186 págs.

El presente trabajo resulta ilustrativo
de una importante cuestión que parece ha-
ber pasado inadvertida desde el mismo mo-
mento de la aprobación de la Constitución
española de 1978. En este sentido, como
consecuencia del Estado compuesto con-
sagrado por la Carta Magna, el hecho ca-
pitalino no es ya una cuestión que afecte
sólo a la capital del Estado, sino que hay
que tener presentes también las capitales
autonómicas —cabe destacar a este res-
pecto los estudios realizados por el autor:
Madrid. Área Metropolitana, Gran Ciudad,
Capital del Estado y de su respectiva Comu-
nidad Autónoma, Colex, 2005; Evolución
histórica del Régimen especial de Madrid,
Colex, 2006; El Régimen Especial de Madrid
como Gran Ciudad y Capital del Estado (Ley
22/2006, de 4 de julio)—. Advertido lo cual,
la presente obra se divide en dos partes cla-
ramente diferenciadas y en un anexo do-
cumental en el que se incluyen las Leyes de
capitalidad que son objeto de estudio, cues-
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tión ésta que facilita enormemente la lec-
tura y comprensión del trabajo, al tratarse
de normas de manejo poco habitual.

I. La primera parte de la obra está re-
lacionada con una serie de cuestiones que,
en opinión del autor, afectan con carácter
general a los regímenes de capitalidad au-
tonómicos, resultando trascendentales para
un adecuado estudio de las Leyes autonó-
micas de capitalidad. En particular: el con-
cepto de capital; el problema competencial;
la relación existente entre el régimen de ca-
pitalidad y el régimen local; y la correla-
ción entre capitalidad y sede de las institu-
ciones autonómicas. Aclarado que la capital
autonómica se erige en símbolo y expre-
sión de la Comunidad Autónoma, sin que
ello sea contradictorio con la unidad de la
nación española ni merme la soberanía na-
cional que reside en el pueblo español, la
primera cuestión a resolver está relaciona-
da con la competencia para regular el régi-
men de capitalidad autonómica. En opi-
nión del autor y a pesar de la falta de
mención expresa en la Constitución, ésta
se deriva de los artículos 147.2.c) y 148.1.1.ª
CE. El primero señala que los Estatutos de
Autonomía deberán contener «la denomi-
nación, organización y sede de las institu-
ciones autónomas propias», y el segundo
establece como competencia básica de to-
das las Comunidades Autónomas la relati-
va a la «organización de sus instituciones de
autogobierno». Consecuentemente, dentro
de la potestad de autoorganización y aun
no estando expresamente señalado en la
norma fundamental, se encuentra la con-
sagración de la capital autonómica y, por
ende, la regulación de un régimen de capi-
talidad. Ahora bien, planteada y resuelta
esta primera cuestión, surge otra especial-
mente relevante relacionada con el alcance
de dicha regulación. Para ello lleva a cabo
un estudio de la distribución de competen-
cias en materia de régimen local y la dis-
torsión del hecho capitalino. Dicho en otras
palabras, se trata de determinar la relación
régimen de capitalidad-régimen local o, lo
que es lo mismo, cuál es el alcance del ré-
gimen de capitalidad. Este problema sur-
ge como consecuencia del Estado com-
puesto, debiendo advertir, como así hace el

autor, que no se trata de negar que la regu-
lación de la capitalidad no sea una regula-
ción de régimen local, sino que la misma no
es ilimitada. Todo ello como consecuencia
del reparto de competencias que la Consti-
tución establece en materia de régimen lo-
cal y su consecuente carácter bifronte. Es
decir, estando ante una competencia ex-
clusiva y excluyente, sus contenidos se de-
ben reducir a regular aquellas cuestiones
que están relacionadas con tan importante
hecho diferencial: los honores, las relacio-
nes interadministrativas por razón de la ca-
pitalidad, el régimen económico por esta
misma circunstancia y contener en qué tér-
minos la capital se erige en sede de las ins-
tituciones autonómicas. Es más, el autor
advierte acertadamente que la autonomía
constitucionalmente garantizada se erige
en límite a los posibles contenidos del ré-
gimen de capitalidad. 

Finalmente, se estudia con detenimien-
to la correlación entre capitalidad y sede
de las instituciones autonómicas. Esta cues-
tión resulta interesante toda vez que la nor-
ma fundamental no regula expresamente
la capitalidad, sino que se limita a señalar
la necesidad de establecer la sede de las
mismas. Al respecto, el autor analiza las ra-
zones que llevaron al constituyente a ob-
viar dicha referencia expresa, la conse-
cuencia de cumplir con los contenidos del
artículo 147.2.c) CE al fijar la sede de las
instituciones autónomas propias, que no
es otra que fijar la capital y cuáles han sido
las formas de consagrar la capital (directa;
indirecta; remisión a una norma posterior)
y sus problemas y consecuencias jurídicas. 

II. En la segunda parte de la obra el
autor estudia los distintos regímenes de ca-
pitalidad aprobados hasta la actualidad
(Navarra, Galicia, Baleares y Canarias),
analizando también la respuesta singular
que ha ofrecido La Rioja y la problemática
de Madrid como capital del Estado y de su
respectiva Comunidad Autónoma. Es en
esta parte donde se observa la importancia
de las reflexiones generales realizadas por
el autor, debiendo destacar que el estudio se
hace en atención a los contenidos que, en
su opinión, deben configurar el régimen de
capitalidad.
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El modelo articulado por Navarra viene
a caracterizarse por ser la primera Comu-
nidad Autónoma que atiende a la capitali-
dad como hecho diferencial, regulando el
mismo a través de la Ley Foral 16/1997, de
2 de diciembre, por la que se establece la
«Carta de Capitalidad de la Ciudad de Pam-
plona». Se trata de una compensación eco-
nómica por razón de la capitalidad, con la
que se pretende compensar los desequili-
brios económicos existentes. El autor rea-
liza un estudio de la regulación actual como
de las normas que desde muy temprano tra-
taron de lograr el reequilibrio presupues-
tario. Por otro lado, destaca el artículo 8
de la Ley de Amejoramiento del Fuero de
Navarra, en el que se establece que «la Ca-
pital de Navarra es la ciudad de Pamplo-
na», dando así cumplimiento a las exigen-
cias del artículo 147.2.c) CE y manifestando
la correlación existente entre la capitalidad
y la sede de las instituciones autonómicas.

El modelo gallego se deriva de la Ley
4/2002, de 25 de junio, del Estatuto de
Capitalidad de la Ciudad de Santiago de
Compostela, cuya lectura denota a priori
—como advierte el autor— la existencia de
los siguientes contenidos: sede de las Insti-
tuciones autonómicas, Honores, Organiza-
ción, Aumento de Competencias, Relacio-
nes Interadministrativas y Compensación
Económica por razón de la Capitalidad. En
cuanto a la primera cuestión, el modelo se
incardina dentro de los supuestos en los
que el Estatuto de Autonomía remite la so-
lución a una posterior ley autonómica, es-
tableciendo los requisitos que se deben se-
guir. Cuestión que se estudia detenidamente
y que plantea algún problema por las in-
coherencias de las normas aprobadas al
efecto. Por otro lado, resultan también in-
teresantes las confusiones que, en opinión
del autor, se derivan de la organización y
de las competencias, cuestiones éstas más
relacionadas con la necesaria moderniza-
ción de la Administración local que con la
capitalidad. Dos últimas cuestiones son de
interés: las relaciones interadministrativas
y el Consejo de Capitalidad y la compensa-
ción por razón de la capitalidad, exigién-
dose en cuanto a esta última cuestión un
apartado específico en los presupuestos de
la Comunidad Autónoma.

En tercer lugar, el Régimen de Capitali-
dad Canario, aprobado por Ley 8/2007, de
13 de abril, del Estatuto de la capitalidad
compartida de las ciudades de Las Palmas
de Gran Canaria y Santa Cruz de Tenerife,
dando así cumplimiento al artículo 3.1 del
Estatuto de Autonomía de Canarias. Se tra-
ta de una solución sui generis, sin paran-
gón en nuestro modelo autonómico. La
norma regula la sede de las instituciones
autonómicas, consagrando un modelo de
capitalidad compartida, siendo trascen-
dental el estudio que realiza el autor a los
efectos de entender adecuadamente su jus-
tificación y sus consecuencias. Resulta in-
teresante también el Consejo de Capitali-
dad y el Régimen de Financiación, con lo
que se pretende dar una regulación com-
pleta a tan importante hecho diferencial.

El modelo balear, aprobado por la Ley
23/2006, de 20 de diciembre, de Capitali-
dad de Palma de Mallorca, se presenta
como una novedad en cuanto al alcance y
significado que tiene el hecho capitalino.
Al respecto, el autor no se limita al estudio
de los contenidos fundamentales que ro-
dean al hecho capitalino, sino que profun-
diza en dos importantes cuestiones: por un
lado, las dudas que se derivan de la consi-
deración de la capitalidad como una justi-
ficación para aumentar las competencias
municipales. Por otro lado, el autor analiza
si la presente Ley incumple el régimen de
distribución de competencias establecido
en la Constitución. Cuestiones éstas espe-
cialmente importantes y que vienen a poner
de manifiesto las preocupaciones que re-
fleja el autor en cuanto al verdadero signi-
ficado y alcance del régimen de capitalidad
autonómico, y si nos encontramos en rea-
lidad ante una regulación de régimen local
in totum, justificada por tan importante he-
cho diferencial.

En quinto lugar, el autor analiza el caso
de La Rioja, en el que, dando cumplimien-
to —en parte y sin aprobar una norma con
rango de ley, como se viene a establecer—
al artículo 50 de la Ley de la Administra-
ción Local, se regula un régimen financie-
ro para la ciudad de Logroño. 

Finalmente, se aborda el estudio de la
peculiar situación de la villa de Madrid, ca-
pital del Estado y de su respectiva Comu-

RECENSIONES Y NOTICIAS DE LIBROS BIBLIOGRAFÍA

Revista de Administración Pública
502 ISSN: 0034-7639, núm. 186, Madrid, septiembre-diciembre (2011), págs. 493-521

17-RECENSIONES.qxp  18/11/11  16:07  Página 502



nidad Autónoma. El mismo viene justifica-
do precisamente por las dudas que se deri-
van de la comprensión de tan alto estatus y
la respuesta, a todas luces inadecuada, que
parece dar la normativa autonómica sobre
la materia (Estatuto de Autonomía, Ley de
Régimen Local y Ley del Desarrollo del Pac-
to Local).

III. Resta sólo decir que nos encon-
tramos ante una magnífica obra, en la que
el autor trata de determinar cuál es el ver-
dadero significado y alcance del régimen
de capitalidad autonómico. El objetivo mar-
cado queda sobradamente clarificado, sien-
do especialmente interesantes los proble-
mas que se derivan de la comprensión de
los regímenes de capitalidad y las conse-
cuencias que tiene respecto a su vis expan-
siva en cuanto a la competencia que las Co-
munidades Autónomas ostentan en materia
de régimen local. 

M.ª Astrid MUÑOZ GUIJOSA

Universidad Complutense de Madrid

GARCÍA MACHO, Ricardo (Ed.): Derecho ad-
ministrativo de la información y admi-
nistración transparente, Marcial Pons,
Madrid, 2010, 328 págs.

1. La transparencia de las Adminis-
traciones públicas no es un tema nuevo en
la dogmática jurídica. Sin embargo, ha ad-
quirido una posición relevante en los últi-
mos tiempos, enfrentándose a una asentada
tendencia al secreto y presentando nume-
rosos prismas que exigen una reflexión de-
tenida. A esta temática se dedica el libro
que aquí se comenta, editado por el profesor
Ricardo GARCÍA MACHO, fruto de un semi-
nario celebrado en la Universidad Jaume I
de Castellón en 2010 que reunió a diversos
profesores cuyas ponencias son objeto de
publicación en el mismo. La virtud del li-
bro radica no sólo en plantear, desde ver-
tientes generales, el examen del principio
de transparencia y de otros necesariamente
vinculados con éste, caso de la publicidad,

el acceso a la información o la participa-
ción, sino también la variedad de enfoques,
así como otras perspectivas, si se quiere,
más sectoriales, que igualmente se afron-
tan en el libro. Su estructura abarca, de ma-
nera equilibrada, seis aspectos generales y
otros seis más específicos, incluyendo, tam-
bién, la aplicación del principio de trans-
parencia a la figura del agente urbanizador
en la normativa urbanística valenciana. 

2. La lectura del libro ofrece un exa-
men de los distintos conceptos que se pue-
den derivar de la noción de transparencia,
destacándose su inserción y aplicación con-
junta con otros. Así como la apertura del
proceso político ha sido común en los Es-
tados, el principio de transparencia en el
ámbito administrativo se ha visto margina-
lizado durante mucho tiempo dentro del de-
bate sobre la democratización de las es-
tructuras estatales (SOMMERMANN). Tampoco
ha gozado del favor que sí han tenido otros
principios, lo que ha impedido su inclusión
en los textos constitucionales o en los que
constituyeron las Comunidades Europeas
(DÍEZ SÁNCHEZ). Resulta común en los dis-
tintos trabajos generales considerar la trans-
parencia como presupuesto del Derecho
administrativo de la información y una pre-
misa de la actuación democrática de la Ad-
ministración, como elemento que necesa-
riamente coadyuva a la realización de los
derechos fundamentales y legitima al po-
der, dejando de ser un simple requerimien-
to técnico. Es decir, un Estado de Derecho
no se agota en la mera legalidad de sus ac-
tividades, sino que exige que la transparen-
cia sea efectiva (SOMMERMANN). Estas pre-
cisiones no son ociosas. El principio de
transparencia equilibra la evidente asimetría
entre el ejercicio del poder y la detentación
de información por parte de las Adminis-
traciones y los mecanismos de control de
los ciudadanos (GARCÍA MACHO). Por tanto,
se está ante uno de los indicadores funda-
mentales de la calidad democrática de los
poderes públicos y su responsabilidad ante
los ciudadanos (LASAGABASTER). En este sen-
tido, una de las primeras cuestiones que
afronta la ponencia del profesor PIÑAR MA-
ÑAS a la hora de considerar el principio de
transparencia y la protección de datos es si
la transparencia es un derecho o un princi-
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